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a Constitución española 
de 1837 introdujo por 
vez primera en nuestro 

ordenamiento la existencia del 
presupuesto concebido en térmi-
nos similares a como lo hacemos 
en la actualidad. Establecía su 
artículo 72, incluido en el Título 
XH, que se dedicaba a las con-
tribuciones. la obligación del 
Gobierno de presentar anual-
mente a las Cortes «el presu-
puesto general de los gastos del 
Estado para el año siguiente, y 
el plan de contribuciones y me-
dios para llenarlos». A conti-
nuación se exigía la aprobación 
mediante ley del establecimien-
to de todo tipo de contribucio-
nes y arbitrios, así como del re-
curso a la emisión óe Deuda Pú-
blica para la financiación de los 
gastos. Culminaba así un proce-
so, iniciado a principios de siglo, 
de recepción progresiva de los 
ideales revolucionarios france-
ses, que, en lo referido a las fi-
nanzas públicas, propugnaron la 
necesaria aprobación por los ór-
ganos de representación popular 
de los ingresos públicos, así 
como un mayor control de los 
gastos del Estado. 

La necesidad de aprobación 
de los tributos por aquellos que 
deben pagarlos es una idea anti-
gua que quedó ya reflejada en 
la Carta Magna inglesa de 1214. 
Sin embargo, el nacimiento de 
la institución presupuestaria se 
retTasó varios siglos. De un 
lado, perduró con mayor o me-
nor intensidad la confusión en-
tre el patrimonio privativo del 
monarca y la Hacienda pública; 

de otro, existió un enorme frac-
cionamiento y dispersión en los 
ingresos coactivamente exigibles 
que habría hecho imposible su 
sistematización. En cualquier 
caso, el volumen relativo del 
gasto público era de escasa im-
portancia, y la exigencia de in-
gresos, cualquiera que fuese su 
denominación, tenía carácter 
excepcional. Todo ello hizo a ta 
vez poco factible e innecesaria la 
existencia del presupuesto. 

La situación cambia radical-
mente con la llegada de los siste-
mas democráticos. Ahora la so-
beranía nacional reside en el 
pueblo, representado en las 
Cortes Generales. A ellas les co-
rresponde el control del ejerci-
cio del poder financiero del Es-
tado, íntimamente ligado al con-
cepto político de soberanía. 
Este planteamiento, introducido 
ya en la Constitución de 1812, 
va afianzándose a lo largo del si-
glo XIX y se consolida plena-
mente en el XX, encontrando 
claro reflejo en la Constitución 
de 1978. 

Representación económica 

El presupuesto, utilizando 
una definición clásica, es un re-
sumen sistemático, confecciona-
do en períodos regulares, de las 
previsiones, en principio obliga-
torias, de los gastos proyectados 
y de las estimaciones de los in-
gresos previstos para cubrir di-
chos gastos (Neumark). Así en-
tendido, nuestra Constitución 
encomienda al Gobierno su ela-
boración, y a las Cortes Genera-
les su examen, enmienda y apro-
bación. En consecuencia, el pre-
supuesto se configura como la 
representación económica de! 
proyecto político del Gobierno 
concretado anualmente. El Par-
lamento, en un acto de enorme 
trascendencia política, autoriza 
la ejecución de dicho proyecto 
una vez introducidas las modifi-
caciones que estima convenien-
tes. 

Sin embargo, el significado de 
esta aprobación varía según se 
refiera a los ingresos o los gastos 

previstos. En esencia, por lo que 
se refiere a los ingresos, el pre-
supuesto no es más que una es-
timación del rendimiento del sis-
tema tributario, unida a un cál-
culo de la necesidad de endeu-
damiento del Estado; implícita-
mente supone, además, una re-
presentación de la forma en que 
el Gobierno estima que se debe 
dar cumplimiento a los princi-
pios de justicia, igualdad, gene-
ralidad y progresividad del siste-
ma fiscal. La importancia relati-
va de la imposición directa o in-
directa, de la tributación sobre 
ta renta o el patrimonio, sobre 
las personas físicas o jurídicas, 
son cuestiones que se ponen de 
manifiesto en el presupuesto de 
ingresos. Cada uno de los tribu-
tos estará establecido en una ley 
propia (la Constitución prohibe 
su creación en la Ley de Presu-
puestos), pero la visión de con-
junto que permite enjuiciar el 
modo de financiar el gasto pú-
blico sólo la proporciona e\ pre-
supuesto. 

El significado jurídico del 
presupuesto de gastos es clara-
mente distinto. Para dotar de 
contenido al acto de autoriza-
ción parlamentaria es necesario 
que el presupuesto esté presen-
tado con precisión y claridad su-
ficientes. No basta con una 
aprobación vaga, puesto que 
ello supondría un inaceptable 
traslado de responsabilidades 
desde el poder legislativo al eje-
cutivo; es necesario precisar 
cuándo, cuánto y en qué ha de 
emplearse el dinero público. La 
actual estructura de nuestro pre-
supuesto permite el logro de ta-
les objetivos mediante la utiliza-
ción de una triple clasificación 
orgánica, económica y funcional 
de la totalidad de los gastos. La 
clasificación orgánica, tradicio-
nal en nuestro país, distribuye el 
presupuesto entre los distintos 
gestores del gasto (departamen-
tos ministeriales u otros órganos 
de la Administración del Esta-
do). La económica agrupa los 
gastos en dos grandes aparta-
dos, corrientes y de inversión, 
cada uno de los cuales es a ¡a 
vez objeto de subdivisión. En 
tercer lugar, las distintas funcio-
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nes encomendadas al Estado 
(Defensa, Sanidad, Justicia, 
Educación, etc.) proporcionan 
un último criterio de clasifica-
ción. De esta manera, cada ór-
gano de ¡a Administración del 
Estado es autorizado anualmen-
te a emplear, como máximo, 
una cierta cantidad de dinero 
para el logro de los objetivos 
que le son propios dentro de las 
funciones encomendadas al Es-
tado. 

Junto a los estados de gastos 
e ingresos a los que hemos he-
cho referencia, las Leyes de Pre-
supuestos Generales del Estado 
incluyen una parte dispositiva 
en principio destinada a conte-

Cartos Solchaga 

ner una serie de normas a las 
que ha de sujetarse la ejecución 
de ingresos y gastos en el perío-
do a que cada presupuesto se re-
fiera. Sin embargo, en los últi-
mos años se ha reiterado la in-
clusión en el texto articulado de 
la Ley de Presupuestos de algu-
nas normas no estrictamente 
vinculadas a su ejecución. El 
Tribunal Constitucional, con 
una jurisprudencia ambigua, ha 
reforzado esta práctica, al consi-
derar que, salvo en lo referido 
al establecimiento de tributos, 
no existe límite constitucional 
alguno al contenido de dicha 
ley. Reconoce sin embargo que, 
dadas las especiales característi-

Parece obvio que la Ley 
de Presupuestos no es el 
cauce adecuado para 
proceder a una radical 
transformación de la 
organización de la 
Administración del Estado 

cas de la tramitación parlamen-
taria del presupuesto, básica-
mente su celeridad y la limita-
ción del derecho de enmienda, 
podría hacerse un uso indebido 
de esta posibilidad de legislar a 
través de la Ley de Presupuestos 
y se reserva, en consecuencia, la 
posibilidad de valorar en cada 
caso concreto la constitucionali-
dad de la inclusión de normas 
distintas a las de simple ejecu-
ción. 

Un ejemplo claro de lo dicho 
nos lo proporciona la ley 31/90, 
de Presupuestos Generales del 
Estado para 1991. Al l í , en su ar-
tículo 103, se crea la Agencia 
Estatal de la Administración 

Tributaria. Al margen de la opi-
nión que pueda merecer la exis-
tencia de un Ente de Derecho 
Público de las características del 
que se propone, lo que parece 
obvio es que ta Ley de Presu-
puestos no es el cauce adecuado 
para proceder a una radical 
transformación de la organiza-
ción de la Administración del 
Estado. La modificación parcial 
de la normativa básica regulado-
ra de la Función Pública para un 
grupo determinado de funciona-
rios, el establecimiento de un 
singularísimo sistema presu-
puestario o la derogación de la 
legislación de contratos, cuando 
afectan a uno de los pilares bási-
cos del funcionamiento del Esta-
do, como lo es la Administra-
ción Tributaria, merecen sin 
duda un debate pausado e inde-
pendiente que difícilmente se 
produce en la discusión presu-
puestaria. 

Importancia 

En definitiva, el presupuesto 
no es, ni ha sido nunca, un mero 
cálculo de necesidades y posibi-
lidades de financiación. El in-
menso volumen de recursos 
asignados, el profundo significa-
do político de su distribución y 
las enormes consecuencias que 
para la economía nacional tiene 
su aprobación convierten al Pre-
supuesto del Estado en un ins-
trumento de la mayor importan-
cia. Por todo ello, llama podero-
samente la atención la relativa-
mente escasa trascendencia pú-
blica que el debate presupuesta-
rio tiene en España. Reciente-
mente hemos tenido en EE.UU. 
un ejemplo claro de la atención 
que allí merece este debate, o, 
más cerca, en el Reino Unido 
tenemos otra muestra de cómo 
el presupuesto puede ocupar el 
centro de la atención pública. 
La ya no tan corta experiencia 
democrática española puede ser 
una de las causas de este desin-
terés, pero sin duda la falta de 
rigor en la discusión parlamen-
taria también tiene alguna rela-
ción con este asunto. 

Durante los últimos años se 



ha echado en falta la existencia 
de un órgano técnico asesor de 
las Cortes Generales. Los parla-
mentarios no son, ni tienen por 
qué serlo, expertos en Derecho 
presupuestario, pero la crecien-
te complejidad de la estructura 
del presupuesto y su constante 
crecimiento hacen imprescindi-
ble poseer unos conocimientos 
especializados para poder ex-
traer alguna información rele-
vante de los datos que allí se 
contienen. Recientemente, en la 
Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 1990 se ha pro-
cedido a la creación de una Ofi-
cina Presupuestaria en el seno 
de la Secretaría General del 
Congreso de los Diputados. 
Este órgano está destinado a 
asesorar técnicamente a las Cá-
maras y a informar a los grupos 
parlamentarios, así como a di-
putados y senadores, sobre la 
ejecución durante cada ejercicio 
del presupuesto y de aquellos 
aspectos de la actividad legislati-
va que tengan repercusión en los 
ingresos o gastos públicos. Es de 
esperar que el correcto desarro-
llo de esta labor permita poner 
fin a la ventajosa posición de 
que hasta ahora han gozado el 
Gobierno y las mayorías parla-
mentarias que en cada momento 
lo han sostenido, frente a los 
grupos de oposición. Mientras 
que tos primeros, puesto que 
han dirigido su preparación, han 
contado con todos los datos ne-
cesarios para una correcta y 
completa interpretación del pre-
supuesto, los segundos, y en ma-
yor medida cuanto menor es el 
partido al que pertenecen, han 
encontrado graves dificultades 
para hacerlo. 

En conclusión, si se desea que 
la tramitación parlamentaria del 
presupuesto sea realmente un 
enjuiciamiento anual del pro-
yecto político del Gobierno, es 
necesario, de una parte, limitar 
su contenido a aquello para lo 
que está previsto, y, de otra, do-
tar a las Cortes Generales de ¡os 
recursos necesarios para poder 
realizar con rigor su importante 
tarea. * 
Gabriel Elorriags PUarik es inspector de 
Finanzas del Estado. 

La unión económica 
europea tras 

la cumbre de Roma 
Por Francisco Ca brillo 

a opinión pública ha reci-
bido muy favorablemen-
te los resultados de la úl-

tima reunión del Consejo de Je-
fes de Estado y de Gobierno de 
la Comunidad Económica Euro-
pea, celebrada en Roma el pasa-
do mes de diciembre. Los titula-
res de la prensa han sido expre-
sivos. Se ha escrito, por ejem-
plo, que «Europa vive un mo-
mento histórico», que ha habido 
un «acuerdo unánime para im-
pulsar la integración política y 
económica» e incluso que «Eu-
ropa quedará unida el primero 
de enero de 1993». Por otra par-
te, se ha hablado mucho del ta-
lante conciliador del nuevo pri-
mer ministro británico. Y, de 
forma poco disimulada, se ha 
celebrado la desaparición de la 
escena de la Sra. Thatcher, 
quien, en su papel de institutriz 
que cree que hay que decir 

siempre la verdad, tenía la fea 
costumbre de poner el dedo en 
la llaga y recordar en voz alta a 
sus colegas muchos problemas 
cuya existencia los demás sólo 
reconocen en privado. Si alguna 
palabra se ha repetido tras esta 
cumbre, ha sido «avance». 

Ahora bien, ¿hacia dónde 
avanzamos? A la hora de con-
testar esta pregunta surgen mu-
chas dudas. En primer lugar, no 
parece que todos los socios de 
la Comunidad estén de acuerdo 
ni siquiera en las metas finales a 
conseguir. Mientras para unos 
hay que buscar, ante todo, un 
gran mercado integrado, en el 
que las empresas y los consumi-

No parece que todos ¡os 
socios de la CEE estén de 
acuerdo en las metas 
finales a conseguir. 
Mientras para unos hay 
que buscar un gran 
mercado integrado, otros 
no pueden imaginarse la 
unión europea sin que una 
sólida burocracia nos 
gobierne 

dores puedan adoptar sus deci-
siones con el mínimo de contro-
les y normas, otros, por el con-
trario, no pueden imaginarse la 
unión europea sin que una sóli-
da burocracia nos gobierne des-
de Bruselas. Y resulta, además, 
que, pese al eurocentrismo de 
nuestros gobiernos, a nadie se le 
oculta que las futuras relaciones 
de Europa con el resto del mun-
do están muy lejos de haber sido 
definidas, y que mientras algu-
nos piensan en un continente 
abierto al comercio mundial y a 
la competencia internacional, 
otros defienden, de una forma 
abierta o solapada, una «Europa 
fortaleza», protegida por barre-
ras y aranceles de la competen-
cia exterior. 

Problemas 

Un resultado esperanzador de 
la cumbre de Roma es el con-


